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El Consejo Nacional Profesional de Economía —en adelante, Conalpe—, 
creado en 1974, es un consejo profesional creado por ley, sin personería 
jurídica, adscrito al Ministerio de Educación Nacional. Es la entidad 
pública encargada de promover, reglamentar, ejercer la inspección y 
practicar la vigilancia de los profesionales de Economía en Colombia, 
brindándoles orientación profesional con enfoque ético y formativo. 
La misión del Consejo es promover la divulgación de la investigación 
científica, y el cumplimiento en el deber del ejercicio ético y legal de la 
profesión. Dentro de sus principales funciones se encuentra la de otorgar 
y generar trámites y servicios, efectuar labores de inspección y vigilancia, 
y organizar eventos —los cuales se describen en detalle la sección II—, 
para cuyo cumplimiento se financia según se explica en los apartados 
siguientes de este capítulo I.

Para comprender el tema central de este documento es importante 
partir de una contextualización respecto de qué son los consejos 
profesionales y la función que cumplen. De conformidad con la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional, se trata de entes que, si bien 
no obedecen a la tradicional clasificación de entes públicos del sector 
central o descentralizado, sí tienen una naturaleza pública que deriva 
de su creación legal, su integración, funciones y financiación1. Aunado 
a lo anterior, cumplen funciones administrativas en la medida en que 
llevan a cabo actividades registrales y de policía administrativa (DAFP, 
2013). Se toma en perspectiva la Sentencia C-230 de 2008 de la Corte 
Constitucional, en la que se consideró que: 
 

[...] los consejos profesionales, en general, reúnen un 
conjunto de características que permiten catalogarlos 
como órganos del nivel central del orden nacional, 

1 Corte 
Constitucional, 
Sentencias C-606 
de 1992 (M. P. 
Ciro Angarita 
Barón), C-266 
de 1994 (M. P. 
José Gregorio 
Hernández 
Galindo) y C-492 
de 1996 (M. P. 
José Gregorio 
Hernández 
Galindo). 

I. Consejo Nacional 
Profesional de Economía: 
Naturaleza jurídica y recursos
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puesto que son creados por el legislador como entidades 
conformadas por autoridades públicas y particulares, 
que ejercen funciones administrativas y cuyos gastos de 
funcionamiento se sufragan con recursos públicos2. 

En Colombia existen 12 consejos profesionales, entre los que se 
encuentran: Consejo Nacional de Trabajo Social, Consejo Profesional de 
Administración de Empresas, Consejo Profesional de Biología, Consejo 
Profesional de Geología, Consejo Profesional de Ingeniería de Petróleos, 
Consejo Profesional de Ingeniería Química de Colombia, Consejo 
Profesional de Medicina Veterinaria y Zootecnia de Colombia, Consejo 
Profesional de Química de Colombia, Consejo Nacional de Topografía, 
Consejo Profesional Nacional de Arquitectura, Consejo Nacional de 
Ingeniería, y por último y estudiado en esta investigación, el Consejo 
Nacional Profesional de Economía. 

Los recursos económicos de dichos consejos, incluido Conalpe, provienen 
en su mayoría, de las tarifas cobradas por la prestación de sus servicios 
a los profesionales que lo soliciten, como la generación de matrículas y 
certificados de vigencia o de antecedentes disciplinarios, y se financian 
a través de tasas que la ley autoriza recaudar como contraprestación a 
dichos servicios (DAFP, 2013). Dichas tasas las establece unilateralmente 
el Estado —o por autorización de ley, entidades que cumplen funciones 
administrativas, tales como los consejos profesionales3— con el objetivo 
de permitir una recuperación total o parcial de los costos que genera la 
prestación de un servicio público por parte de la entidad administrativa4, 
en donde el precio pagado por el ciudadano al Estado guarda relación 
directa con los beneficios derivados del bien o servicio ofrecido5. Cabe 
mencionar que en contadas excepciones, los recursos de los consejos 
profesionales provienen también del presupuesto nacional6. 

Por ello es relevante resaltar que no existe contribución alguna por 
parte del Presupuesto General de la Nación para la mayoría de los 
consejos profesionales, entre estos Conalpe. Tal determinación tiene 
implicaciones significativas, comoquiera que, si estuviera reglado por las 
normas presupuestales, existirían limitaciones específicas en cuanto a su 
distribución, con base en el plan institucional de la entidad respectiva 
y las necesidades del sector de la Administración dentro del cual se 
enmarca.

2 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-230 de 
2008, M. P. Rodrigo 
Escobar Gil.

3 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-116 de 
1996, M.P. Carlos 
Gaviria Díaz. 

4 Consejo de 
Estado, Sala Plena 
de lo Contencioso 
Administrativo. 
Sentencia del 16 de 
junio de 1998, C.P. 
Ernesto Rafael Ariza 
Muñoz. 

5 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-040 
de 1993, M.P. Ciro 
Angarita Barón. 

6 Entre ellos se 
encuentra el 
Consejo Profesional 
Nacional de 
Ingeniería, que 
por los atributos 
de su personería 
jurídica, autonomía 
administrativa y 
financiera, recibe 
recursos por parte 
del Presupuesto 
General de la 
Nación, al igual 
que ingresos 
por generación 
de derechos de 
expedición de 
matrícula, tarjeta 
de matrícula 
profesional, 
certificados y 
constancias que fija 
el Consejo.
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Así las cosas, se observa que Conalpe obtiene recursos financieros de 
manera directa y única de economistas egresados, cuyas solicitudes se 
formalizan con el fin de dar cumplimiento a requisitos exigidos para acceder 
al campo laboral. Como se verá en detalle en las secciones posteriores, 
tal circunstancia propicia el surgimiento de restricciones y barreras a la 
entrada y permanencia en el mercado de servicios profesionales de los 
economistas, hecho que acentúa la desigualdad y causa limitaciones 
en el desarrollo de quienes se titulan en dicha especialidad profesional, 
generando rentas monopólicas en cabeza de Conalpe sin que la entidad 
cumpla a cabalidad con su mandato institucional.
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A.  Funciones 
De acuerdo con el artículo 5 de la Ley 37 de 19907, Conalpe tiene las 
siguientes funciones: 

1. Conocer de las denuncias que se presenten por falta contra la 
ética profesional y sancionarlas. 

2. Decidir dentro del término de treinta (30) días a partir de 
su presentación, sobre las solicitudes de inscripción de los 
economistas. 

3. Resolver sobre la suspensión o cancelación de inscripción 
conforme a lo previsto en la ley que contiene la reglamentación del 
ejercicio de la profesión del economista. 

4. Denunciar ante las autoridades competentes las violaciones 
comprobadas a las disposiciones legales que reglamentan el 
ejercicio profesional de la Economía, y solicitar de las mismas la 
imposición de las penas correspondientes.
 
5. Las demás que señalen las leyes y los decretos del Gobierno 
nacional. 

A continuación se profundiza en las principales funciones desarrolladas 
por la entidad. 

II. Consejo Nacional 
Profesional de Economía: 
Aspectos Fundamentales

7“Por medio 
de la cual se 
modifica la Ley 
41 de 1969”.
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B.  Trámites y servicios 
 

Dentro de los trámites y servicios ofrecidos por Conalpe se encuentra la 
inscripción y otorgamiento de la matrícula profesional de economista, 
junto con la generación de certificados de trámite y vigencia, duplicados 
y consultas a través del canal digital de la entidad, en el que brinda herra-
mientas de apoyo y seguimiento de tales procedimientos.

Respecto a la inscripción y otorgamiento de la matrícula profesional, 
Conalpe, a través de su página web, solicita diligenciar y radicar los 
documentos vinculados al formulario de datos personales y académicos, 
anexar acta de grado, diploma, fotografía y recibo de consignación por 
el valor de la tarifa correspondiente. La tarifa para derechos de registro 
y matrícula profesional está fijada para el año 2021 en un valor de 
$320.000 —tarifa que se mantiene igual a la de 2020 en consideración a 
la emergencia sanitaria—, cuyo precio incrementa año a año con base en 
criterios respecto de los cuales no existe información de conocimiento 
público. Con base en lo anterior, según cifras del Ministerio de Educación 
Nacional, en 2018, 2.660 estudiantes de economía de instituciones públi-
cas y privadas obtuvieron su título profesional; así, por el otorgamiento 
de la respectiva matrícula profesional Conalpe obtuvo ingresos cercanos 
a los $851.200.000.

La entidad, además, ofrece la posibilidad de expedir la certificación de 
trámites, vigencia y antecedentes disciplinarios, actualmente de forma 
gratuita, debido a la contingencia de la COVID-19; previo a la pandemia 
la tarifa cobrada por dichos servicios era alrededor de $20.000 y estaba 
sujeta a ajuste anual. El servicio se ofrece a través de canales digitales, 
mediante los cuales se accede y se formaliza la solicitud en su página web 
principal, diligenciando el número de identificación y la correspondiente 
fecha de graduación, luego de lo cual se obtiene un documento con 
la información del economista y los datos de contacto para validarlo. 
Al solicitar un certificado de vigencia y antecedentes disciplinarios, 
además, se consigue un código QR, que brinda garantía y seguridad para 
la validación, durante el período de vigencia de 180 días.

En caso de pérdida, robo o deterioro de la matrícula profesional, Conalpe 
brinda el servicio de duplicado, en el que, a través de su página web princi-
pal, el economista registra sus datos básicos de identificación junto con el 
comprobante de pago de $50.000, y luego deberá esperar 8 días hábiles a 
partir del envío de los documentos. 
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Como último servicio, Conalpe permite validar el estado del trámite de 
solicitud de matrícula profesional, digitando el número de identificación 
del economista. De igual forma, brinda la posibilidad de validar la vigen-
cia de la matrícula profesional de un economista, ingresando el número 
de documento de identidad o el número de matrícula profesional. 

En la tabla II-1 se presenta el costo de otras asociaciones (consejos 
profesionales) del país, en donde se observa que los costos oscilan 
alrededor de los $300.000.

Así las cosas, se identifica que la presentación y expedición de los corres-
pondientes certificados de vigencia y/o antecedentes de la tarjeta profe-
sional, requisitos primordiales para poder acceder al mercado laboral, 
imponen un costo no regulado y constituyen un obstáculo para la ocu-
pación juvenil que frena su desarrollo en la profesión. Al respecto, cabe 
considerar lo que expresa la Sentencia C-562 de 2015 de la Corte Consti-
tucional, a propósito de la Ley 37 de 19908:

En la exposición de motivos que dio lugar a su aprobación 
el Congreso no solo destacó la necesidad de reivindicar 
la profesión de economista en el mercado laboral, sino 
que también insistió en la responsabilidad que conlleva 
su ejercicio en el ámbito de las relaciones económicas 
y sociales, tanto en el sector público como en el privado. 
Para ejercer la profesión de economista se requiere el título 
de idoneidad reconocido conforme a la ley, estar inscrito 
en el Consejo Nacional Profesional de Economía, poseer la 
matrícula profesional y estar domiciliado en Colombia.

Tabla II - 1
Costo trámite tarjeta profesional en Colombia

Fuente: Elaboración propia con base en información registrada en los sitios web de las asociaciones.

Asociación Costo Duplicado/Sustitución
Consejo Nacional de Trabajo 
Social $273.829 No cobra

Consejo Profesional de 
Administración de Empresas $291.000 $73.000

Consejo Nacional Profesional 
de Economía $320.000 $50.000

Junta Central de Contadores $341.000 $34.000

8 “Por la cual se 
dictan las normas 
sobre el ejercicio 
de la profesión de 
economista”. 
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Respecto a lo anterior, no se exige un examen y/o proceso para verificar 
los conocimientos y competencias de los egresados, y se considera 
insuficiente que el economista obtenga el título profesional para 
poder acceder a un trabajo directo con el Estado, sino que debe tener 
la correspondiente tarjeta profesional expedida por Conalpe; de esta 
forma, se incrementan potencialmente, los niveles de desigualdad y 
desempleo en el país. 

C. Inspección y vigilancia 
 

Para poner en contexto la función de inspección y vigilancia desarrollada 
por Conalpe, cabe traer a colación, por un lado, la Ley 41 de 19699, la 
cual establece que para poder ejercer la profesión de economista debe 
contarse con título universitario y el correspondiente certificado emitido 
por Conalpe. De otro lado, la Ley 37 de 1990, modificatoria de la Ley 41 
de 1969, reglamenta el ejercicio y la calidad de la profesión de economis-
ta, y determina las diferentes sanciones aplicables a quienes infrinjan las 
normas que regulan la conducta profesional de los economistas —entre 
ellas, el código de ética establecido en el Decreto 1268 de 1977—.

La función principal de Conalpe en este ámbito consiste en supervisar 
el ejercicio ético de la profesión, cuya función, según Oskar Nupia 
(2019) es “inoportuna y no sistemática”, si se consideran diferentes 
acontecimientos en los que Conalpe no ha impuesto sanciones oficiales 
a economistas (Nupia, 2019)10. Aquí resulta oportuno comparar las 
actividades de supervisión que adelanta Conalpe con respecto a 
otros consejos profesionales, como el Consejo Nacional Profesional 
de Ingeniería (Copnia), entidad encargada de ejercer la inspección 
y vigilancia de la ingeniería, sus profesiones afines y auxiliares, en 
observancia de lo prescrito por el código de ética consagrado en la Ley 842 
de 2003. Según registros del Copnia, desde su creación hasta el año 2015, 
ha impuesto sanciones a 297 matriculados entre auxiliares, ingenieros y 
afines; además, se ha evidenciado un incremento de las mismas desde la 
aplicación de la Ley 842 de 2003. 

Una de las sanciones más relevantes fue la impuesta a los hermanos 
Nule, ingenieros civiles, que luego de tres años de procesos disciplinarios 
fueron condenados por el carrusel de contratación en Bogotá, en el que 

9 “Por la cual se 
dictan las normas 
sobre el ejercicio 
de la profesión de 
economista”. 

10 Al respecto, 
cabría mencio-
nar el caso de 
Interbolsa, en el 
que se encuen-
tran economistas 
promotores de 
conductas de 
manipulación 
fraudulenta, 
estafa agravada 
y concierto para 
delinquir, al fo-
mentar estructu-
ras empresariales 
ilegales vulneran-
do la estabilidad 
de los mercados 
de valores, susti-
tuyendo fuerzas 
de mercado por 
designios particu-
lares (Connectas, 
2016).
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hubo apropiación de recursos públicos y de anticipos con manejos espe-
ciales, hechos que les ocasionaron la privación de la posibilidad de volver 
a ejercer su profesión en el país. A su vez, se tienen en cuenta decisiones 
similares tomadas sobre acontecimientos como en el caso del edificio 
Space en Medellín, que implicó cancelaciones y suspensiones tempora-
les de tarjetas profesionales a los responsables de la construcción.

Por su parte, se considera, a su vez, otro de los consejos con gran relevancia 
en la supervisión del ejercicio ético de las profesiones, como la Comisión 
Nacional de Disciplina Judicial (antes el Consejo Superior de Judicatura), 
que cumple una función disciplinaria sobre las faltas cometidas por los 
funcionarios judiciales y los abogados en el ejercicio de su profesión. 
Según la Corporación de Excelencia en la Justicia (2019): 

Entre el 2014 y 2019 (con corte a marzo), según la Sala 
Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura, 5984 abogados fueron sancionados.

Con respecto a lo anterior, se sugiere para el caso de estudio de Conalpe, 
que la inspección y vigilancia pareciera ser ineficaz e ineficiente, y no 
redunda un uso óptimo de los recursos, comoquiera que la entidad no 
estaría promoviendo y haciendo cumplir con el código de ética de la 
profesión establecido en el Decreto 1268 de 1977, a través del ejercicio de 
su potestad de iniciar investigaciones e imponer sanciones disciplinarias 
por transgresión ante economistas que se desempeñan tanto en el sector 
público como en el privado.

 
D. Organización de eventos 
 
Según el portal web de Conalpe, otra de las actividades principales que 
ejecuta la institución es la organización de eventos relacionados con 
jornadas académicas. El último evento llevado a cabo fue en junio de 2020, 
en cooperación con la Asociación Colombiana de Facultades, Programas 
y Departamentos de Economía como conmemoración del Día del 
Economista. El certamen llamado “Y ahora, ¿Todos somos keynesianos?” 
incorporó diferentes aspectos relacionados con la situación económica 
del país, y la respectiva intervención del Estado, en el cual impulsó un 
análisis a la situación macroeconómica en pospandemia 2020-2021, en 
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el que se manifiesta la necesidad de implementar reformas estructurales 
que permitan mejorar las condiciones en mercados laborales, fiscales, 
institucionales, pensionales y monetarios.

Además, entre 2017 y 2019, cada año se organizó una jornada académi-
ca, para abordar temáticas relacionadas con la normativa de la profesión 
de economía y el código de ética, el desarrollo profesional de la econo-
mía en el mundo contemporáneo, en las cuales se analizó la complejidad 
de la formación y los diferentes perfiles del economista en Colombia, se 
identificaron los problemas fundacionales de la teoría económica y las 
respectivas competencias académicas y laborales que abordan el ejerci-
cio de la economía.

Según lo expuesto, se ha verificado que Conalpe organiza un solo 
evento anual, asociado a jornadas académicas, en cooperación con 
universidades y asociaciones, actividad que bien podría ser ejercida 
—y es ejercida— por otras instituciones como agremiaciones, centros 
de investigación y universidades. Así las cosas, cabría sostener que esta 
actividad presenta acciones formativas insuficientes por la periodicidad 
con la que se desarrolla, así como su escasa programación e inversión, lo 
que deriva en un uso subóptimo de los recursos por parte de la entidad. 
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13En nuestro ordenamiento jurídico, existe como regla general la libertad 
de ejercer profesión u oficio, salvo respecto a las ocupaciones que im-
pliquen un riesgo social o cuyo ejercicio pueda conllevar una afectación 
a los derechos de terceros. En efecto, según estipula el artículo 26 de la 
Constitución Política:

[t]oda persona es libre de escoger profesión u oficio. La 
ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades 
competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las 
profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan 
formación académica son de libre ejercicio, salvo aque-
llas que impliquen un riesgo social […]. 

 
Este precepto ha sido estudiado en numerosas ocasiones por la Corte 
Constitucional, la cual ha precisado el alcance de las limitaciones 
al libre ejercicio de las profesiones y oficios. Es oportuno destacar 
que, conforme a la jurisprudencia del Alto Tribunal, este derecho 
goza de amplia protección constitucional debido a que se encuentra 
“inescindiblemente ligado” a otras garantías fundamentales, entre 
estas, la igualdad de oportunidades, el trabajo y el libre desarrollo de la 
personalidad11, y tiene como núcleo esencial —que, por ende, ninguna 
autoridad puede desconocer— el ejercicio de una actividad como fuente 
de subsistencia y realización de la persona12. Así entonces, el legislador 
—y solo el legislador— tiene la potestad de restringir el derecho a ejercer 
una profesión u oficio, pues se trata de una temática con reserva de ley 

11 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-694 
de 1999, M.P. 
Alejandro 
Martínez 
Caballero. 

12 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-606 
de 1992, M.P. Ciro 
Angarita Barón.

III. Fundamento constitucional para 
la limitación en el libre ejercicio de 
profesiones que involucren un alto 
riesgo social  - Análisis normativo 
y jurisprudencial  
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expresamente prevista en la Carta Política. Sin embargo, la libertad de 
configuración política del legislador es limitada, porque solamente podrá 
restringir dicho derecho en los supuestos en los que sea indispensable la 
inspección y vigilancia estatal, sea necesaria la imposición de servicios 
sociales obligatorios y —más generalmente— se requiera para proteger 
el interés de la sociedad13. 
 
Efectivamente, la exigencia de títulos de idoneidad y tarjetas profesiona-
les representa una excepción a los principios de libertad e igualdad en 
materia laboral, razón por la cual dichas restricciones únicamente son 
válidas en la medida en que constituyan un medio idóneo y proporcio-
nal para garantizar el bienestar general14. En específico, la jurisprudencia 
decantada sobre la materia exige que, en la regulación de las profesio-
nes u oficios, el legislador tenga en cuenta las siguientes premisas: 1) los 
requisitos exigidos deben ser necesarios para demostrar la idoneidad 
profesional; 2) las reglas que se imponen para comprobar la preparación 
técnica deben ser adecuadas; y 3) las condiciones para el ejercicio de 
la profesión previstas por el legislador no pueden favorecer discrimi-
naciones prohibidas por la Constitución15, a la luz de lo sentado en el 
artículo 13.  
 
En este contexto, el concepto de “riesgo social” adquiere gran 
importancia, en la medida en que delimita el alcance de la facultad del 
legislador de intervenir, vía restricción, en el ejercicio de actividades 
lícitas y constitucionalmente tuteladas. Al respecto, cabe advertir que, 
de tiempo atrás, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha abogado 
por una interpretación restrictiva del riesgo social, enmarcada en la 
salvaguarda de intereses colectivos —y no, por ende, en la protección 
contra contingencias individuales eventuales que pudieran sufrir quienes 
adquieren los productos ofrecidos por quien ejerce su oficio o profesión 
libremente elegida—16. En consecuencia, para que se configure el riesgo 
social, será imperativa la presencia de dos factores: 1) que la actividad 
afecte o ponga en peligro el interés general y derechos fundamentales de 
terceros —esto es, debe tratarse de un riesgo de magnitud considerable—, 
y 2) que los riesgos generados por la actividad puedan ser disminuidos 
de manera sustancial gracias a una formación académica específica17. 
cabe subrayar que las exigencias asociadas a la formación académica 
y/o títulos de idoneidad requeridos para el desarrollo de una actividad 
específica tienen un cometido eminentemente preventivo —y no 

13 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-694 de 
1999, M.P. Alejandro 
Martínez Caballero.

14 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-697 de 
2000, M.P. Eduardo 
Cifuentes Muñoz.  

15 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-694 de 
1999, M.P. Alejandro 
Martínez Caballero. 
La providencia trae 
a colación las 
sentencias C-606 de 
1992, C-002 de 1993 
y C-069 de 1996.

16 Ibidem.

16 Ibidem.

17 Ibidem.
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reparador, como sería el caso de la responsabilidad civil por ejercicio 
inadecuado de una profesión u oficio—, en tanto…

[…] busca[n] prevenir y proteger los intereses de la 
colectividad que podrían resultar afectados por las 
impericias profesionales”18 (corchetes fuera del texto).

En la misma línea, la Corte ha estudiado la figura de las tarjetas, licencias 
y certificaciones profesionales. En consonancia con el artículo 26 de la 
Carta, la Alta Corporación puntualiza que ningún otro requisito, además 
de los dirigidos a probar la veracidad o autenticidad del título, podrá ser 
exigido para la expedición de tarjetas o licencias profesionales referidas 
al desarrollo de actividades que comporten un alto riesgo social19. Así 
mismo, teniendo en cuenta que es a través de las tarjetas y licencias 
profesionales como pueden las autoridades competentes inspeccionar 
o vigilar el ejercicio de ciertas profesiones, ha considerado válido que 
la emisión de tales documentos se condicione al cumplimiento de 
estándares éticos definidos por el legislador —ejemplos de ello son la Ley 
37 de 1990 y el Decreto 1268 de 1977, el cual establece el código de ética 
de la profesión de economista—20. 
 
Por último, en un pronunciamiento más reciente sobre las profesiones en 
las que el legislador ha creado la matrícula profesional vigente, la Corte 
Constitucional analiza la validez de exigirla para tomar posesión de de-
terminados cargos públicos o privados y/o realizar actividades específi-
cas asociadas al ejercicio de la profesión respectiva. 

En concreto, en la Sentencia C-562 de 2015 se examina la constitucionali-
dad del artículo 109 del Decreto Ley 019 de 2012 (“Decreto Antitrámites”), 
expedido por el Presidente de la República en ejercicio de facultades 
extraordinarias, por medio del cual se eliminaba la exigencia de la ma-
trícula profesional de economista para la posesión en cargos públicos o 
privados y para la participación en los actos estipulados en el artículo 11 
de la Ley 37 de 199021 22. Si bien la exigencia de la matrícula profesional de 
economista para las vinculaciones y actos aludidos no fue el asunto de 
fondo analizado por la Corte o ratio decidendi —por cuanto la providen-
cia se centró en la extralimitación en el ejercicio de las funciones por par-
te del Ejecutivo, dado que la norma derogada no versaba sobre un mero 
trámite “innecesario”—, sí se hicieron algunas consideraciones sobre la 
justificación de dicha exigencia por razones de interés general ligadas al 
presunto riesgo social inherente al ejercicio de la profesión. 

18 Ibidem.

19 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-606 
de 1992, M.P. Ciro 
Angarita Barón. 

20 Ibidem.

21 Entre dichos 
actos están la 
elaboración 
de estudios 
de factibilidad 
económica y social 
la elaboración de 
planes nacionales 
y territoriales 
de desarrollo 
económico 
y social, y la 
elaboración de 
estudios con miras 
a la asignación 
de precios, tasas, 
tarifas, incentivos 
o subsidios.

22 Corte 
Constitucional, 
Sentencia C-562 
de 2015, M.P. 
Jorge Iván 
Palacio Palacio. 



Documento de diagnóstico y recomendaciones – Consejo Nacional Profesional de Economía (Conalpe)

Grupo de Modernización del  Estado (GME)

16

En este sentido, el fallo destaca cómo la matrícula profesional, más allá 
de dar cuenta de la formación académica recibida por el economista —lo 
que, en palabras de la Corporación, bien podría suplirse con el diploma 
o el acta de grado—, tiene el propósito esencial de acreditar la idoneidad 
ética y la ausencia de sanciones que inhabiliten a una persona para el 
ejercicio de la economía. En opinión de la Corte, “lejos de tratarse de un 
requisito superfluo”, existe bajo el derrotero de proteger a los ciudadanos 
y a la comunidad de quienes han incumplido sus deberes o ejercido 
ilegalmente la profesión23. 

Así las cosas, las exigencias descritas se encontraban justificadas por 
motivos de interés social, al ser la economía una…

[…] profesión cuyo ejercicio comporta enorme 
responsabilidad y demanda las mayores cautelas, en 
especial en una sociedad en donde los procesos de 
planificación, inversión social, asignación de recursos, 
etc., tienen la potencialidad de incidir positiva o 
negativamente en las condiciones de vida no solo de una 
persona sino de toda la comunidad24.

 

Como se ha visto, no existen antecedentes en la jurisprudencia nacional 
en los que se haya examinado la necesidad, razonabilidad y proporcio-
nalidad de la regulación ex ante de la profesión de economista; en efecto, 
la única alusión que se ha hecho sobre el tema se dio en unos cuantos 
párrafos, como obiter dicta25, en la Sentencia C-562 de 2015 ya menciona-
da. Sin embargo, es posible presentar algunos cuestionamientos acerca 
de la posición esbozada por la Corte Constitucional en dicha providencia.

En primer lugar, el Alto Tribunal destaca la acreditación de la idoneidad 
ética para el ejercicio de la profesión y la ausencia de sanciones inha-
bilitantes como el objetivo de la matrícula profesional. No obstante, en 
las secciones anteriores se ha evidenciado cómo el elevado costo asu-
mido por los economistas titulados para obtener dicha matrícula no se 
ve retribuido en el cumplimiento efectivo de funciones por parte de 
Conalpe. En realidad, son nulos los procesos sancionatorios que la enti-
dad ha adelantado con fundamento en presuntas violaciones al código 

23 Ibidem.

24 Ibidem.

25 Cuestión que 
se aborda en una 
resolución judicial de 
manera tangencial 
para corroborar o 
ilustrar la decisión 
que toma, con la que 
no está, sin embargo, 
directamente 
relacionada 
(fuente: RAE 
(2020). Diccionario 
panhispánico del 
español jurídico. 
https://dpej.rae.es/
lema/obiter-dictum).
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de ética establecido en el Decreto 1268 de 1977, pese a existir sustentos 
fácticos suficientes para, cuando menos, iniciar las investigaciones perti-
nentes. Dado que Conalpe existe desde hace más de 40 años, sorprende 
que, al menos de acuerdo con los registros contenidos en fuentes de in-
formación pública —donde deberían reposar los datos sobre este tipo de 
expedientes sancionatorios—, no haya desarrollado investigaciones liga-
das a la razón de ser de la matrícula profesional. Así las cosas, no se cum-
pliría con el segundo criterio definido por la Corte para justificar la regula-
ción ex ante con fundamento en la existencia de un riesgo social, puesto 
que las medidas consagradas en la Ley 41 de 1969 y la Ley 37 de 1990 —
entre estas el licenciamiento de la profesión y la supervisión ejercida por 
Conalpe— no evitan, en la práctica, la materialización de los riesgos aso-
ciados al ejercicio de la profesión.

Otro aspecto para cuestionar, y en el cual se profundiza en los apartados 
siguientes, se relaciona con la adecuación y utilidad de la normas 
plasmadas en el Decreto 1268 de 1977 para disciplinar efectivamente 
a los profesionales en Economía —y si estas no resultan redundantes 
de cara a otros regímenes jurídicos bajo los cuales también se puede 
ejercer un control frente a su conducta—. Se considera que las normas 
contempladas en dicho decreto son sumamente genéricas, en tanto 
aluden a parámetros de conducta que ya se consagran en otros cuerpos 
normativos como el Código Civil, el Código de Comercio, el Código Penal, 
el régimen de protección de la competencia y de competencia desleal, y 
hasta la propia Constitución Política. Como muestra ilustrativa amerita 
traer a colación el principio de buena fe (artículo 5 del Decreto)26, el deber 
de abstenerse de perjudicar a terceros (artículo 6 ibidem)27, la violación 
de secretos y/o utilización indebida de información privilegiada (artículo 
11 ibidem)28, la abstención de incurrir en conductas de competencia 
desleal (artículo 12 ibidem)29 y la falsedad material en documento 
público (artículo 16 ibidem)30, en lo concerniente a la presentación de 
documentos falsos para la obtención de la matrícula. 

Lo anterior contrasta con otros cuerpos normativos que consagran 
códigos de ética comprehensivos, como la Ley 1123 de 2007, la cual 
establece el Código Disciplinario del Abogado. En efecto, dicha ley parte 
de una definición detallada y específica de los deberes de los abogados 
—el artículo 28 estipula 21 deberes profesionales—, incompatibilidades 

26 Artículo 769 del 
Código Civil, artículo 
871 del Código de 
Comercio y artículo 
83 de la Constitución. 

27 Artículo 1902 
del Código Civil, 
fundamento de la 
responsabilidad civil 
extracontractual.

28 Artículo 16 de la Ley 
256 de 1996 y artículo 
258 del Código Penal. 

29 Artículos 7 a 19 de 
la Ley 256 de 1996. 

30 Artículo 287 del 
Código Penal. 
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para el ejercicio de la profesión (artículo 29) y faltas disciplinarias contra 
la dignidad de la profesión, el decoro profesional, el respeto debido a la 
administración de justicia y a las autoridades administrativas, la recta y 
leal realización de la justicia y los fines del Estado, la lealtad con el cliente, 
la honradez del abogado —y frente a sus colegas—, la debida diligencia 
profesional y la prevención de litigios (artículos 30 a 39).

Por último, se estima que los argumentos presentados por la Corte para 
colegir que la economía es una profesión cuyo ejercicio supone un alto 
riesgo social son excesivamente amplios, y en tal sentido, podrían cobijar 
a una gran multiplicidad de carreras profesionales. Cabe al respecto 
resaltar que los procesos señalados —planificación, inversión social, 
asignación de recursos— no son del resorte exclusivo de economistas 
de profesión, pues, como es propio del proceso de formulación y 
diseño de políticas públicas, en ellos siempre participan equipos 
interdisciplinarios; este razonamiento puede extenderse a las decisiones 
de inversión, planificación y asignación de recursos tomadas por las 
firmas en el sector privado. ¿Es esta razón suficiente para introducir una 
regulación ex ante de la profesión tan restrictiva, máxime si la misma no 
es aplicada en la práctica por el órgano creado para el efecto? Además, 
como se verá en secciones subsiguientes, no existe evidencia de que las 
decisiones de los economistas siempre generen un impacto comunitario 
y, por lo tanto, involucren el interés público.
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La regulación ex ante de profesiones y oficios, y en particular el 
licenciamiento ocupacional —es decir, la autorización legal emitida por 
una autoridad nacional o asociación profesional para el ejercicio de 
una ocupación— es una de las instituciones del mercado laboral que ha 
experimentado mayor crecimiento desde la Segunda Guerra Mundial 
(Kleiner & Krueger, 2010). En países desarrollados, y puntualmente en 
algunos países de la Unión Europea y Estados Unidos, los trabajadores 
que se desempeñan en una ocupación sometida a reglamentación 
representan entre el 15 y el 35% de la fuerza laboral —y en el caso de 
Estados Unidos, la proporción total se ha quintuplicado en las últimas 
décadas, al pasar del 5 % al 22 %— (Bambalaite, Nicoletti, & von Rueden, 
2020, p. 6).
 
En términos generales, los motivos de interés público aducidos para 
justificar la intervención estatal en las profesiones y oficios, y regular 
las condiciones de entrada al mercado laboral asociado a su ejercicio, 
se relacionan con la satisfacción, salud y seguridad de los clientes, 
garantizar estándares adecuados de calidad del servicio y las asimetrías 
de información que podrían existir entre el oferente del servicio 
profesional o personal y el consumidor del mismo (Bambalaite, Nicoletti, 
& von Rueden, 2020, p. 6) (Hermansen, 2020; Young, 2019). En cuanto 
al segundo punto, se ha sostenido que el licenciamiento ocupacional 
busca zanjar la falla de información asimétrica cuando los consumidores 
no pueden conocer la calidad de los profesionales; así, en ausencia de 
licenciamiento, se produciría que oferentes de alta calidad salgan del 
mercado o se reduzca la calidad de los servicios ofrecidos (Pagliero, 2011, 
p. 473) (Katsuyama, 2010, pp. 577-579). La situación descrita lleva a la 
imposición de estándares mínimos de calidad y de controles al ejercicio 
profesional —p.ej.: licencias, exámenes de conocimiento— vía regulación 
con el propósito de incrementar el bienestar social.

IV. Regulación ex ante de 
profesiones y oficios  - Análisis 
en el ámbito nacional y comparado 
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De ese modo se protege al público general del ejercicio incompetente 
y/o negligente de una actividad que podría poner en riesgo los dere-
chos constitucionales de quienes adquieren los servicios profesionales 
o personales, lo que reviste especial relevancia cuando estos pertenecen 
a poblaciones vulnerables —p.ej. personas enfermas en el sector salud, 
personas jóvenes en lo que atañe a la educación primaria— (Bambalaite, 
Nicoletti, & von Rueden, 2020, p. 10) (Young). De igual forma, se han esta-
blecido regulaciones para sectores como el de servicios legales, financie-
ro/de negocios, de construcción y de transporte, con miras a proteger a 
los consumidores de pérdidas económicas (Bambalaite, Nicoletti, & von 
Rueden, 2020, p. 10), mediante instrumentos como la revelación de infor-
mación y la adopción de estándares de conducta, cuyo incumplimiento 
puede acarrear la imposición de sanciones disciplinarias.
 
Aunque existe evidencia del efecto positivo del licenciamiento 
ocupacional con relación a profesiones en las que el ejercicio negligente 
puede conllevar riesgos considerables para los derechos de los usuarios 
—p. ej.: en el sector salud, en donde se involucran derechos como la vida, 
la integridad personal y la salud31—, no hay mayor prueba respecto del 
impacto de la reglamentación en la calidad del servicio en otras áreas 
en las que la contingencia de afectación de derechos constitucionales de 
terceros no resulta tan clara. De hecho, la mayoría de las investigaciones 
desarrolladas sobre la cuestión no demuestran beneficios en calidad 
resultantes de la imposición de barreras de entrada regulatorias más 
estrictas, ni una reducción en la calidad de los bienes o servicios ofrecidos 
tras la flexibilización de tales requerimientos (Bambalaite, Nicoletti, & 
von Rueden, 2020, p. 12).
 
En este orden de ideas, algunos autores enmarcan el licenciamiento 
ocupacional en la teoría de la captura propuesta por George Stigler 
(1971)32, entendiendo que estas medidas regulatorias restringen el 
número de profesionales habilitados para ejercer la actividad, hecho que 
causa un incremento en los precios y una disminución en la competencia 
en el mercado y del cual existe evidencia empírica sólida (Pagliero, 2011, 
p. 473) (Bambalaite, Nicoletti, & von Rueden, 2020, p. 12). Dicho de otro 
modo, la creación de restricciones ocupacionales —y el apoyo a estas 
por parte de agentes económicos que ya participan en el mercado, y 
que se benefician de la competencia reducida— puede verse como 
una búsqueda de rentas que favorece a los regulados (Bambalaite, 
Nicoletti, & von Rueden, 2020, p. 12). También un reciente estudio que 
analizó los efectos de la rigurosidad en las regulaciones de entrada a 3 

31 Por ejemplo, 
estudios previos 
demuestran la 
reducción en 
la mortalidad 
materna e infantil 
a partir de la 
introducción 
de normas de 
licenciamiento 
para la ocupación 
de partera 
(Anderson, Brown, 
Charles, & Rees, 
2016), y en la 
calidad del servicio 
prestado por los 
médicos a partir de 
su licenciamiento a 
inicios del siglo XX 
(Law & Kim, 2005).

32 Conforme a la 
cual “la regulación 
es adquirida por 
la industria y es 
diseñada y operada 
principalmente 
para su beneficio” 
(traducción libre) 
(Pagliero, 2011).
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profesiones y 8 servicios personales en 11 países de la Unión Europea —y 
otros estados—33 sobre la productividad de las empresas, encontró que, 
en promedio, la existencia de barreras de entrada ocupacionales están 
asociadas con menor crecimiento en la productividad de las empresas 
y reducen la movilidad de la fuerza laboral (Bambalaite, Nicoletti, & von 
Rueden, 2020).  
 
En suma, y desde un enfoque de falla de mercado asociada a la asimetría 
de información, las licencias profesionales benefician a los consumidores 
únicamente cuando dicha asimetría respecto a la calidad de los servicios 
proporcionados por los oferentes es alta, al paso que los perjudica cuan-
do es baja (Katsuyama, 2010, p. 578). En específico, si en el mercado existe 
un sistema de calificación o reputación que funciona adecuadamente, el 
requisito de licenciamiento no solo sería redundante, sino que, además 
de levantar barreras de entrada, podría resultar en una asignación me-
nos eficiente de servicios a los consumidores, toda vez que conllevaría la 
salida de oferentes de inferior calidad que suministran servicios menos 
costosos; dicho de otro modo, se produciría un incremento generalizado 
en los precios de mercado y se reducirían las opciones para los consumi-
dores con menor capacidad de pago (Katsuyama, 2010, p. 582).

En esta línea, cabe destacar cómo el creciente uso y apropiación de 
servicios digitales es un factor que resuelve parcialmente el problema 
de la asimetría de información, por ejemplo, a través de sistemas de 
calificación verificada en línea que permite a futuros clientes tener más 
información sobre la calidad de los servicios ofrecidos por un profesional 
(Farronato, Fradkin, Larsen, & Brynjolfsson, 2020) (Bambalaite, Nicoletti, 
& von Rueden, 2020, pp. 12, 31) (Hermansen, 2019, pp. 7-8). Estas 
prácticas aumentan la transparencia del mercado en lo que concierne 
a la dimensión calidad de los servicios y, además, tienen el beneficio 
de que proporcionan a los consumidores mejor información sobre el 
particular, en tanto esta se actualiza constantemente. En efecto, los 
sistemas de reputación son dinámicos y, por ende, pueden variar según 
los cambios en la calidad del servicio ofrecido por los oferentes y/o 
del ingreso de nuevos competidores; las licencias ocupacionales, en 
cambio, generalmente solo ofrecen garantías periódicas —y por lo tanto, 
estáticas— de calidad (Katsuyama, 2010, p. 579), más aún si no van 
acompañadas de un control efectivo por parte del órgano de supervisión, 
como en el caso de Conalpe.

31 Estados Unidos, 
Canadá, India, 
Sudáfrica, Israel.
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A. El caso colombiano 
 
1. Profesiones actualmente sujetas a regulación ex ante 
 
Según el Ministerio de Educación Nacional, el Congreso de la República 
está facultado para exigir para el ejercicio de algunas profesiones que 
comprometen el interés social, además de la presentación de títulos de 
idoneidad, licencias, tarjetas profesionales y/o certificaciones públicas 
que den fe de que dicho título fue debidamente adquirido; todo con el fin 
de proteger los derechos de terceros (Ministerio de Educación Nacional). 
De acuerdo con información del Consejo Nacional de Acreditación de 
Ministerio de Educación Nacional, en la actualidad hay alrededor de 
sesenta (60) profesiones reglamentadas en el país, estando algunas de 
estas sometidas a un código de ética específico.

Dichas profesiones son abogacía, enfermería, laboratorista clínico, 
contaduría pública, odontología, medicina y cirugía, química farmacéutica 
o farmacia, economía, microbiología, bacteriología, agronómicas y 
forestales, técnico constructor, químico, fisioterapista o terapista físico, 
ingeniería química, licenciatura en ciencias de la educación, trabajo 
social, ingeniería, arquitectura y profesiones auxiliares, nutrición y 
dietética, bibliotecología, topografía, administración de empresas, 
instrumentación técnico quirúrgica, secretariado, ingeniería de 
petróleos, biología, medicina veterinaria y zootecnia, ingeniería eléctrica, 
ingeniería mecánica y profesiones afines, ingeniería pesquera, ingeniería 
de transportes y vías, actuación, dirección escénica y el doblaje en 
radio y televisión, técnico electricista, agente de viajes, administración 
pública, fotografía y camarografía, geografía, diseño industrial, guía 
de turismo, optometría, estadística, fonoaudiología, ingeniería naval, 
tecnología en electricidad, electromecánica, electrónica y afines, 
administración de empresas agropecuarias, administración agrícola o 
administración agropecuaria, desarrollo familiar, tecnología en regencia 
de farmacia, relaciones internacionales; finanzas, gobierno y relaciones 
internacionales, comercio y finanzas internacionales, finanzas y comercio 
exterior, comercio internacional, comercio exterior y administración 
en negocios internacionales y carreras afines (Ministerio de Educación 
Nacional).   
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El listado presentado evidencia un número significativo de ocupaciones 
que están sometidas a regulación ex ante. Sin embargo, si se compara 
con la información disponible respecto de la regulación ocupacional en 
otros países —incluidos países desarrollados como los miembros de la 
Unión Europea y Estados Unidos—, podría afirmarse que en Colombia el 
número de regulaciones es razonable34. Ahora bien, ello no obsta para 
advertir, como se verá en las secciones subsiguientes, que a pesar de la 
aparente hiperregulación de las profesiones y oficios en otras latitudes, 
Colombia es de los pocos países de la región latinoamericana y de la 
OCDE que cuenta con una normativa tan estricta con relación a la 
profesión de economista.
 
2. Regulación ex ante de la profesión de economista  
 
Con base en el análisis presentado en la sección III, la regulación ex ante 
de la profesión de economista está justificada con fundamento en el 
artículo 26 de la Constitución Política, toda vez que, en el entendimiento 
del legislador 1969 y 1990, las decisiones de los economistas pueden 
implicar un riesgo social. Sin embargo, y como se argumentará en 
el presente acápite, el surgimiento de riesgos sociales que ameriten 
intervención estatal particular en el ejercicio de esta profesión no resulta 
tan claro, máxime si se tiene en cuenta que existen otros regímenes 
jurídicos —p. ej.: derecho penal, el derecho disciplinario y fiscal aplicado 
por los entes de control, o regímenes de autorregulación avalados por el 
Estado como el caso del autorregulador del mercado de valores— que 
pueden disciplinar efectivamente las faltas éticas cometidas por los 
economistas.  
 
Como lo muestra Rozo (2006) en “El poder de los economistas y los 
economistas del poder”, ha existido un grupo de economistas que durante 
las últimas décadas han ocupado altos cargos en el Gobierno nacional 
(Rozo, 2006). Este ascenso empezó a ser visible desde mediados del siglo 
XX, luego de que un grupo de economistas logró incluir en el discurso 
político la importancia de la economía para el desarrollo y crecimiento del 
país. Esa presencia sienta el precedente de la Ley 41 de 1969, por medio 
de la cual se definen aspectos como la exigencia del título de idoneidad, 
la inscripción en Conalpe —órgano creado, como se mencionó en la 
sección I de este documento, por dicha ley— y las sanciones por ejercicio 
ilegal de la profesión.

34 Según la 
información 
actualmente 
disponible en la 
Base de Datos 
de Profesiones 
Reguladas de la 
Unión Europea, 
existen países 
con un número 
alarmante de 
regulaciones 
ocupacionales. 
Hungría, la 
República Checa y 
Polonia encabezan 
el listado, con 
417, 365 y 362 
regulaciones, en 
su orden. Puede 
consultarse 
https://ec.europa.
eu/growth/
tools-databases/
regprof/index.
cfm?action=map_
regulations  (datos 
recuperados el 3 de 
marzo de 2021).

Por su parte, en 
Estados Unidos 
más de 1.000 
profesiones y 
servicios personales 
se encuentran 
regulados, 
principalmente a 
través de esquemas 
de licenciamiento 
en áreas que van 
desde lo usual 
—abogados, 
dentistas, médicos, 
…— hasta floristas 
y peluqueros 
(Bambalaite, 
Nicoletti, & von 
Rueden, 2020; 
Hermansen, 2020).

https://ec.europa.eu/growth/tools-databases/regprof/index.cfm?action=map_regulations
https://ec.europa.eu/growth/tools-databases/regprof/index.cfm?action=map_regulations
https://ec.europa.eu/growth/tools-databases/regprof/index.cfm?action=map_regulations
https://ec.europa.eu/growth/tools-databases/regprof/index.cfm?action=map_regulations
https://ec.europa.eu/growth/tools-databases/regprof/index.cfm?action=map_regulations
https://ec.europa.eu/growth/tools-databases/regprof/index.cfm?action=map_regulations
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Se considera que existe cierta incoherencia entre los argumentos esbo-
zados para justificar la regulación ex ante de la profesión y la evidencia 
histórica, la cual muestra que no es un requisito ser economista para ocu-
par altos cargos directivos en entidades públicas cuyas decisiones tienen 
alto impacto e importancia en la economía nacional. Por ejemplo, para 
ser miembro de la junta directiva del Banco de la República, la institución 
encargada de diseñar y manejar la política monetaria y cambiaria del país, 
no es requisito ser economista de profesión y mucho menos tener tarjeta 
profesional. Unos ejemplos son Carlos Caballero Argáez (codirector 2001-
2003), ingeniero civil; Gerardo Hernández Correa (codirector 2017-2021), 
abogado, Francisco César Vallejo Mejía (codirector 2009-2017), filósofo.
 
Prieto-Bustos y Tejedor-Estupiñán (2017) discuten la importancia de 
los principios de pluralismo crítico, responsabilidad y precaución en un 
esquema de reflexión ética de la economía como ciencia y como técnica. 
El resultado sustancial de sus disertaciones es que el actual régimen 
institucional, tanto legislativo como ético, no soluciona la tensión que 
genera el interés privado y el interés público en el desempeño profesional 
de un economista en una economía de mercado.
 
Así las cosas, la regulación ex ante podría resultar necesaria en la medida 
en que disminuye la información asimétrica que afecta la transacción 
implícita que ocurre entre un principal, la sociedad, y un agente, 
el economista35. La información asimétrica en tal sentido tiene dos 
consecuencias: 1) selección adversa en cuanto a la calidad de alternativas 
de política implementadas; y 2) riesgo moral, en cuanto a la integridad 
y honestidad del desempeño profesional del economista de servir al 
interés público.
 
Ahora bien, es innecesario que se cobre una tarifa por el acceso a los 
servicios ofrecidos por un consejo profesional que, por un lado, no ha 
cumplido a cabalidad con sus funciones de inspección y vigilancia —
según se expuso en la sección II—, y por otro, ha demostrado tener 
excedentes sustanciales en su estado de resultados año a año. De hecho, 
en otros consejos profesionales que existen en el país —como en el 
caso del Copnia—, por expresa disposición legal los remanentes en los 
ingresos obtenidos por concepto de tarifas se entregan a las sociedades 
colombianas de arquitectos e ingenieros en la proporción determinada 
por dicho consejo36.

35 Una relación 
de agencia surge 
cuando una o 
más personas 
llamados “prin-
cipales” solicitan 
a una persona 
externa llamada 
“agente” la reali-
zación de tareas 
o servicios en su 
nombre (fuente: 
Gestiopolis (s.f.). 
Modelo de Jen-
sen y Meckling. 
Sobre problema 
de agente y 
principal. 
https://www.
gestiopolis.
com/modelo-
de-jensen-y-
meckling-sobre-
problema-
de-agente-y-
principal/) 

36 Decreto 2171 
de 1992, artículo 
163.

https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
https://www.gestiopolis.com/modelo-de-jensen-y-meckling-sobre-problema-de-agente-y-principal/)
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Dicho lo anterior, en la tabla IV-1 se presenta información sobre los 
excedentes de Conalpe en los últimos 10 años.

Tabla IV-1
Excedentes de Conalpe 2010-2020

Fuente: Elaboración propia con información extraída de la página web Conalpe.

Estado de resultados Conalpe - excedentes 

Año Excedente
2010 $155.594.083,00
2011 $349.923.098,00
2012 $405.339.174,00
2013 $428.314.584,00
2014 $409.753.918,00
2015 $466.856.563,00
2016 $494.853.364,00
2017 $539.858.101,00
2018 $595.343.685,00
2019 $470.757.447,00
2020 $228.255.789,00

Figura IV-1 
Excedentes Conalpe 2010-2020

Fuente: Elaboración propia con datos tomados de los Estados de Resultados 
de la página web Conalpe.
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En este orden de ideas, el cobro de tarifas elevadas por una multiplicidad 
de trámites cuya real necesidad deviene cuestionable, y que se aplican de 
manera uniforme —esto es, sin determinar criterios de progresividad que 
tengan en cuenta la capacidad de pago del postulante— genera un poder 
de mercado que deriva en un incremento en los costos asociados a la 
prestación de los servicios profesionales de economista. Tal circunstancia 
pone a los profesionales en situación de desventaja competitiva frente 
a otros que prestan servicios semejantes y que no están sujetos a esta 
costosa barrera de entrada al mercado, en contravía del derecho a 
la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Carta Política. Es decir, 
podría perpetuar discriminaciones proscritas por la Constitución en 
armonía con lo sentado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
respecto de la regulación de las profesiones y oficios. Cabe enlazar los 
anteriores argumentos con el hecho de que la normativa vigente no exige 
que quienes ocupen altos cargos directivos en el Gobierno nacional, 
que tomen decisiones de alto impacto e importancia en la economía 
nacional, sean economistas o cuenten con una tarjeta profesional vigente 
para ejercer la profesión. Nuevamente, hay profesionales altamente 
calificados en el Gobierno que toman decisiones económicas y cuentan 
con formaciones académicas como doctorado y maestría en economía, 
pero no son economistas de profesión —y por ende, no tienen matrícula 
ni están registrados en Conalpe—, lo cual no está mal. 

Finalmente, cabe preguntarse si no es suficiente la acreditación 
institucional universitaria, promovida por el Gobierno nacional por 
conducto del Ministerio de Educación Nacional para exaltar los más 
altos estándares de calidad de sus programas, como medida efectiva 
para atender el problema de calidad de los servicios prestados por los 
graduados en economía. Incluso, sin acreditación, el registro calificado 
podría considerarse suficiente para demostrar que un egresado se ha 
formado en una institución de educación superior con, por lo menos, los 
requisitos mínimos de calidad para ejercer su profesión.

Si Conalpe está comprometido con promover el fomento a la calidad de 
la formación de los economistas en Colombia, entonces debería trabajar 
más con las facultades y departamentos de Economía de las institucio-
nes universitarias con miras a la obtención de la acreditación tanto de 
los programas como de las mismas IES37. Así que, si el Gobierno nacional 
mide la calidad de la educación, ¿para qué existen los consejos profesio-
nales si no tienen cómo evaluar la calidad ni la ética de los profesionales? 

37 Instituciones 
de educación 
superior.
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En la práctica son captadores de renta, ya que los requisitos para obtener 
una matrícula profesional se limitan a diligenciar un formulario, pagar el 
costo del trámite y presentar el acta de grado original, que, se supone, 
la universidad ya validó y otorgó al profesional por haber cumplido sa-
tisfactoriamente todos los requisitos que establece el consejo superior 
universitario propio y el Gobierno nacional.

B. Enfoque regulatorio comparado 
 
Al estudiar la regulación existente en otras jurisdicciones puede con-
cluirse que, si bien es relativamente común la existencia de disposicio-
nes generales que definan criterios de idoneidad para el ejercicio de la 
profesión de economista, no es frecuente el establecimiento de reglas 
prescriptivas que, además, otorguen amplios poderes a las institucio-
nes encargadas de ejercer la vigilancia y control de su ejercicio, como es 
el caso de Conalpe. Entre los países de la OCDE, solamente 6 —es decir, 
alrededor del 16 %— cuentan con regulaciones específicas de la profe-
sión —usualmente expedidas por medio de instrumentos de naturaleza 
legislativa—38, y en lo que atañe a la región de América Latina no-OCDE, 
se encuentran los casos de Argentina, Brasil, Costa Rica, Ecuador, Perú y 
Venezuela. En Brasil, por ejemplo, se ha implementado una estructura 
similar a la existente en Colombia, en donde el Conselho Federal de Eco-
nomia (COFECON) cumple el mandato de regular el ejercicio legal y ético 
de la profesión de economista y de contribuir al desarrollo socioeconó-
mico del país, en aplicación de la Ley 1411 de 1951. También existen en 
dicho país consejos regionales de economía que cobran contribuciones 
fiscales anuales a los profesionales registrados en su región, cuyo pago 
es obligatorio para mantener la vigencia del registro39.
 
Con base en lo expresado, a continuación se presenta una tabla que re-
sume información sobre el tamaño y la estructura de la regulación de la 
profesión de economista en una muestra de 10 países de Iberoamérica.   

38 Colombia, 
España, Grecia, 
Islandia, México y 
Portugal (European 
Commission) 
(Prieto-Bustos y 
Tejedor-Estupiñán, 
2017).

39 El valor en vigor 
—sin descuento 
por pronto pago— 
en el estado de 
Paraná es de 
BRL 558, alrededor 
de COP $358.000 a 
la tasa de cambio 
actual. Al respecto 
puede consultarse 
https://www.
coreconpr.gov.
br/wp-content/
uploads/2020/11/
r020-2019.pdf 
(recuperado el 4 de 
marzo de 2021). 

https://www.coreconpr.gov.br/wp-content/uploads/2020/11/r020-2019.pdf
https://www.coreconpr.gov.br/wp-content/uploads/2020/11/r020-2019.pdf
https://www.coreconpr.gov.br/wp-content/uploads/2020/11/r020-2019.pdf
https://www.coreconpr.gov.br/wp-content/uploads/2020/11/r020-2019.pdf
https://www.coreconpr.gov.br/wp-content/uploads/2020/11/r020-2019.pdf
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En todos los casos se observa un enfoque basado en la definición de la 
clasificación internacional uniforme de ocupaciones (CIUO) de la Organi-
zación Internacional del Trabajo al precisar las tareas de un economista. 
En cuanto a la estructura, el segmento de las disposiciones generales se 
refiere a los requisitos formales como la obtención de título profesional, y 
el de las sanciones y recursos a las contravenciones legales en que incurre 
la práctica profesional no debidamente certificada por una universidad 
o cuerpo colegiado. Por otra parte, en los casos de Estados Unidos existe 
una definición de la profesión propuesta por el Bureau of Labor Statistics 
y en Inglaterra, por el Department for Work and Pensions. 
 
Además de las normas que regulan la profesión del economista en 
diversos países, también existen códigos de ética a nivel de país y a nivel 
de asociaciones profesionales. Por ejemplo, el proyecto RESPECT40 en 
Europa, el código de ética de la Asociación Nacional de Economistas 
Forenses de los Estados Unidos, el código de ética de la Asociación de 
Economistas de Puerto Rico, el código de ética Profesional del Economista 
en Colombia, y la propuesta académica de un código de ética para los 
economistas sugerido por De Martino (2005). Los objetivos de RESPECT 
se centran en definir estándares para el análisis de la investigación 

Tabla IV - 2
Comparación de la regulación sobre la profesión de economista. 

Fuente: Elaboración propia con base en (Prieto-Bustos & Tejedor-Estupiñán, 2017).

País Última 
reforma

Número de 
artículos

Estructura de la regulación

Disposiciones 
generales

Del ejercicio de 
la profesión

De los organismos 
profesionales

De las sanciones y 
los recursos

Disposiciones 
transitorias

Colombia 1990 29 No Sí Sí Sí No

México 1993 73 Sí Sí Sí Sí Sí

Perú 1986 21 No Sí Sí No No

Venezuela 1971 49 Sí Sí Sí Sí Sí

España 1977 16 Sí Sí No No No

Bolivia 1974 33 Sí Sí Sí Sí No

Argentina 1973 28 No Sí Sí No No

Ecuador 1998 11 Sí Sí Sí No Sí

Panamá 1981 24 Sí Sí Sí Sí No

Costa Rica 1998 57 Sí Sí Sí Sí Sí

40 El proyecto 
RESPECT del 
Programa de 
Tecnologías de 
la Sociedad de 
la Información 
de la Comisión 
Europea, consolida 
las principales 
recomendaciones 
de 40 códigos de 
ética alrededor 
del mundo y 
propone directrices 
profesionales 
y éticas para 
llevar a cabo la 
investigación 
socioeconómica, 
promoviendo el 
respeto por la ética 
de la investigación, 
a la propiedad 
intelectual, a la 
confidencialidad, 
a la cualificación 
de profesionales, 
a las normas 
profesionales y a 
los usuarios de las 
investigaciones.
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socioeconómica relacionadas con la sociedad de la información, 
promoviendo principios de ética y consolidando políticas de calidad 
(CORDIS - Community Research and Development Information Service).
  
La Organización Internacional del Trabajo (OIT, 2008) en su clasificación 
internacional uniforme de ocupaciones (CIUO) establece que 

Los economistas realizan estudios o investigaciones con 
el objeto de desarrollar o perfeccionar conceptos, teorías, 
y métodos relativos al comportamiento de mercados [...].

De lo anterior, y como lo indican Prieto y Tejedor (2017) se presume 
que la categoría economista está sujeta a la existencia de mercados ya 
conformados, cuya función es la de formular políticas económicas y 
prever soluciones para problemas económicos sin ninguna consideración 
normativa acerca del resultado que persiguen las diferentes técnicas 
o políticas económicas, con lo cual no es posible distinguir en dicha 
definición el interés público del interés privado (Prieto-Bustos y Tejedor-
Estupiñán, 2017, pp. 56-57).

En Colombia, el código de ética profesional del economista en su artículo 
3 indica:

El economista  deberá  anteponer  los valores de  la  nacio-
nalidad  y los intereses de la patria y la sociedad a cuales-
quiera otros. 

Sin embargo, aún existe un desacuerdo acerca de lo que significa interés 
por la patria y la sociedad. Además, como se ha mencionado, los demás 
parámetros de conducta resultan en exceso genéricos y redundantes 
debido a la existencia de otros cuerpos normativos que castigan dichas 
conductas (Procuraduría, Fiscalía, Contraloría). Entonces, si no hay 
consenso para distinguir un interés público en un mercado específico, es 
más difícil poder determinarlo en toda la economía.
  
Incluso, el criterio de eficiencia de Pareto, utilizado con frecuencia 
por los economistas, indica que a través del intercambio comercial es 
posible alcanzar una nueva distribución de los recursos, de tal forma 
que no es posible mejorar la situación (utilidad) de un individuo o grupo 
de individuos sin empeorar la  situación (utilidad) de otro individuo o 
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grupo de individuos. En el diseño y la formulación de política pública en 
condiciones de incertidumbre con separación de sujeto (el profesional 
economista) y objeto (la sociedad), debido a la existencia de ideologías 
o intereses particulares de ambos agentes, aparece un riesgo de 
afectar involuntariamente a un individuo o grupo de individuos, aun 
en condiciones de eficiencia. El artículo 3 falla, pues es imposible 
garantizar que ningún segmento de la población resultará perjudicado 
antes y después de la implementación de una política pública social y/o 
económica. Esa apreciación se mantiene incluso si se aplicara el criterio 
de eficiencia Kaldor-Hicks, conforme al cual una situación es eficiente si 
quienes ven incrementada su utilidad podrían, en teoría, compensar a 
los que ven empeorada su utilidad como consecuencia de la adopción 
de una decisión de política pública —dicho de otro modo, la decisión 
genera mayores beneficios que costos—. Lo anterior, comoquiera que se 
reconoce, de manera más pragmática, que siempre habrá “perdedores” 
como consecuencia de la implementación de políticas públicas. ¿Dónde 
aparece con claridad, entonces, el alto riesgo social y/o afectación a 
derechos de terceros, como sucede en el caso de los médicos, abogados 
o arquitectos?

A manera de reflexión, el estudio comparado aquí efectuado permite 
concluir que los códigos de ética se consideran como acuerdos voluntarios 
entre profesionales no regidos por ley, a excepción del caso de Colombia 
en donde existe un decreto que regula —de manera desafortunada— la 
conducta profesional.



Documento de diagnóstico y recomendaciones – Consejo Nacional Profesional de Economía (Conalpe)

Grupo de Modernización del  Estado (GME)

31

En el presente documento se ha evidenciado que la regulación ex ante 
de profesiones y oficios —y en específico, lo que la literatura denomina 
licenciamiento ocupacional—, como limitación a las libertades consagra-
das en el artículo 26 de la Constitución, puede encontrarse justificada por 
razones de interés público, como la solución de asimetrías de informa-
ción entre los proveedores de los servicios y los consumidores, la garan-
tía de la salud y la seguridad de los últimos y la protección de derechos 
constitucionalmente tutelados. En efecto, se ha constatado que exis-
te evidencia de que la aplicación de requerimientos de idoneidad para 
el ejercicio de ocupaciones en áreas como la salud generan beneficios 
sociales a través de una mejor calidad de los servicios proporcionados 
por quienes las ejercen.  

Sin embargo, se ha visto que, en cuanto a los profesionales en economía, 
las razones de interés público para justificar una intervención ex ante 
altamente prescriptiva no resultan completamente claras —y no en vano 
son pocos los países, al menos en la región, en la OCDE y en la Unión 
Europea, que han optado por no intervenir regulatoriamente en la 
profesión—. De un lado, dada la naturaleza y el alcance de los servicios 
prestados por los economistas y las condiciones de incertidumbre en las 
que operan, en la práctica es imposible asegurar que ningún segmento 
de la población se verá perjudicado a raíz de la implementación de 
una política económica. Así mismo, la idoneidad que deriva del hecho 
de haber recibido una formación profesional en una institución de 
educación superior acreditada en alta calidad por el Estado debería 
ser suficiente para garantizar las capacidades y competencias de quien 
presta el servicio. 

Resta analizar el argumento planteado desde algunos sectores, incluido en 
algunas de las sentencias de la Corte Constitucional citadas previamente, 
en el sentido de que la exigencia de matrículas y/o tarjetas profesionales 
tiende a asegurar el ejercicio ético de la profesión. La evidencia referida 

V. Conclusiones y 
recomendaciones 
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en el presente documento desvirtúa parcialmente dichas afirmaciones, 
en la medida en que —al menos en el caso de Conalpe— son nulas las 
investigaciones iniciadas por presuntas faltas disciplinarias desplegadas 
por economistas matriculados; lo anterior contrasta con lo llevado a cabo 
por otros consejos profesionales y órganos de control como el Copnia y el 
Consejo Superior de la Judicatura (hoy Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial). Al margen de la discusión sobre la validez y la eficiencia de 
delegar en consejos profesionales facultades de inspección y vigilancia, 
cabe insistir en que existen múltiples regímenes jurídicos —p. ej.: penal, 
disciplinario, fiscal, del sector financiero, de competencia— a los cuales 
podría acudirse para castigar las faltas en las que podrían incurrir los 
economistas en el ejercicio de la profesión.

Por último, si se aplican los criterios definidos por la Corte Constitucional 
para la configuración del riesgo social al caso concreto de la regulación 
ex ante de la profesión de economista, cabría también cuestionar su per-
tinencia. En concreto, incluso si, en gracia de discusión, se aceptara que 
se trata de una actividad que “pone en peligro el interés general y dere-
chos fundamentales de terceros”, no se cumpliría con el segundo criterio 
definido por el Alto Tribunal, comoquiera que las medidas consagradas 
en la Ley 41 de 1969 y la Ley 37 de 1990 no disminuyen de manera sus-
tancial la materialización de los riesgos asociados al ejercicio de la pro-
fesión. Como ya se señaló, Conalpe, además de no ejercer sus funciones 
sancionatorias, ni proveer un servicio diferencial en lo que respecta a la 
organización de eventos de naturaleza académica, obtiene importantes 
rentas de los economistas por los trámites y servicios que ofrece —lo que 
se aprecia con claridad en las cifras proporcionadas sobre los excedentes 
de la entidad en la sección IV—.

Desde esta perspectiva, se evidencian en la regulación ex ante de la pro-
fesión de economista en Colombia importantes problemas que derivan 
de tres aspectos primordiales: 1) el carácter altamente prescriptivo de la 
normativa; 2) el modelo de licenciamiento centrado en el cobro de tarifas 
por múltiples trámites y servicios que no generan beneficio alguno para 
los economistas matriculados; y 3) corolario del punto anterior, quien 
realmente termina beneficiándose no es la sociedad —como debería-
ser—, sino Conalpe, a través de la captación de rentas —lo que se eviden-
cia en los excedentes ya referidos—. 

Visto que la regulación no acompasa con los derroteros bajo los cuales 
fue expedida —no es fit-for-purpose—, es dable afirmar que ella solo 
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incrementa las barreras de entrada al mercado laboral, las cuales 
resultan especialmente representativas para los recién graduados, 
teniendo en cuenta el alto costo de la matrícula profesional. Además, no 
existe evidencia de que la normativa aumente la calidad de los servicios 
profesionales proporcionados por los economistas, en cambio, sí podría 
causar la disminución en la competencia y el incremento en el precio de 
los servicios profesionales de los economistas dada la reducción en la 
oferta y el poder de mercado que generan tales restricciones. 

Adicionalmente, es preocupante que, si los consejos profesionales co-
bran una tarifa para cubrir el costo de los servicios que prestan, no exista 
un sistema, criterio y/o método reglado para fijar la tarifa. Esto implica 
que dicha fijación sea arbitraria y no obedezca a parámetros objetivos, 
más si no existe transparencia —y, por lo tanto, alguna suerte de control 
estatal o social— respecto de los criterios tenidos en cuenta por el conse-
jo profesional para tomar tal determinación.

En atención a todo lo considerado en los apartados previos, se 
recomienda:

A nivel de política general, es necesario analizar la necesidad y 
pertinencia de regulaciones ocupacionales de actividades sobre 
las cuales no existe claridad del riesgo social considerable que 
pueda derivarse de su ejercicio. Cuando se decida mantener la 
regulación ocupacional, es fundamental que las exigencias de 
idoneidad relacionadas directamente con las capacidades y la 
ética se diseñen teniendo en cuenta criterios de necesidad, razo-
nabilidad y proporcionalidad, y que las tarifas fijadas atiendan a 
los costos razonables que implique la operación de la entidad en-
cargada de ejercer la supervisión de la profesión,  y—en la medi-
da de lo posible—, se diseñen de manera progresiva, atendiendo 
a la capacidad de pago de quien realiza el trámite, para reducir al 
mínimo las distorsiones que podrían propiciarse para su ingreso 
al mercado laboral. 

Además, debería exigirse a dichas entidades que adopten están-
dares adecuados de transparencia respecto de los ingresos que 
perciben y sus gastos —esto es, fortalecer la rendición de cuen-
tas—, con miras a asegurar que los recursos se utilizan de manera 
correcta y eficiente. Por último, el proceso de fijación de tarifas 
por parte de los consejos profesionales debería reglamentarse, 
de suerte que se definan los criterios a ser tenidos en cuenta por 
los consejos en el momento de establecer dichas tarifas.

1.
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En lo que respecta a Conalpe, de acuerdo con el análisis llevado 
a cabo, se evidencia que no ha cumplido a satisfacción las fun-
ciones para las cuales fue creado. Además, al no ser la economía 
una profesión en la que la existencia de riesgos sociales signifi-
cativos sea evidente, al existir otros ordenamientos con base en 
los cuales es posible disciplinar el ejercicio de la profesión y al 
ser suficiente la formación universitaria en instituciones acredi-
tadas para probar las competencias del economista, la existen-
cia de Conalpe podría considerarse redundante e ineficiente, 
al generar mayores costos que beneficios sociales. Una aproxi-
mación alternativa, más cercana a enfoques de autorregulación 
como los previstos en el contexto europeo, podría ser la promo-
ción de códigos de ética por parte de las agremiaciones que reú-
nen a estos profesionales, aparejada con el control ya existente 
derivado de los otros regímenes jurídicos mencionados. 

De no ser factible implementar la recomendación anterior, se es-
tima vital realizar una reestructuración de la entidad, en particu-
lar en lo relacionado con las tarifas que cobra por los servicios 
que presta. Principalmente, debe replantearse el costo cobrado 
por concepto de la matrícula profesional, pues su monto levanta 
una barrera a los recién graduados de esta profesión, además de 
tener el potencial de aumentar el poder de mercado de los agen-
tes económicos que ya participan en el mismo, factor que facilita 
el cobro de precios más elevados por el servicio profesional regu-
lado.
 
Para el efecto, podrían eliminarse y/o reformarse algunas de 
las funciones que desempeña la entidad, como la organización 
esporádica de eventos —que bien podrían desarrollarse desde 
las universidades o centros de investigación— y hacer más efec-
tiva la función de inspección y vigilancia. También deben imple-
mentarse estándares más elevados de rendición de cuentas 
ante otras entidades del Gobierno, el Congreso y la ciudadanía, 
de modo que se asegure que existe una relación razonable entre 
los ingresos percibidos y sus gastos, y exista transparencia sobre 
los sistemas, criterios y/o métodos empleados por la entidad 
para definir las tarifas.

2.

3.
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